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RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece Ide Zenaida Valcárcel Osorio, mediante escrito 

intitulado apelación, que sin embargo examinamos como petición de 

certiorari, por así corresponder en derecho, aunque conservando la 

identificación alfanumérica atribuida por la secretaria de este Tribunal 

por razones de economía procesal. El mismo disputa una alegada 

“[o]rden dada en corte abierta el 21 de julio de 2016” por el Tribunal 

de Primera Instancia. Escrito del peticionario, en la pág. 1. Sin 

embargo, al respecto, en Sánchez et als. v. Hosp. Dr. Pila et als., 158 

DPR 255, 262 (2002), el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió 

que:  
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…una notificación verbal en corte abierta de una 

determinación interlocutoria del Tribunal de Primera 

Instancia en un caso civil no constituye la notificación 

que se requiere para activar el plazo dispuesto por ley 

para interponer una moción de reconsideración o un 

recurso de “certiorari” ante el Tribunal de Circuito. La 

notificación que activa éstos términos tiene que constar 

por escrito y dicho escrito tiene que ser notificado a las 

partes.  
 

A poco que se examine el apéndice presentado por el 

peticionario a nuestro requerimiento, constatamos que la pretendida 

orden no se redujo a escrito, minuta, no advino resolución con la firma 

del Juez y peor aún, de la minuta, no surge que se hubiese dado orden 

alguna. Apéndice, en la pág. 38. Mas bien refleja consideraciones 

generales del juzgador de primera instancia que no articulan una orden 

concreta, sino, por el contrario, culminan con la concesión al 

peticionario de un término “para radicar un memorando de derecho en 

relación a lo discutido. Una vez radicado el tribunal resolverá 

conforme a derecho”. Id.  

Es decir, el Tribunal difirió cualquier determinación suya a la 

posterior consideración del memorando que el aquí peticionario le 

debía presentar. Luego, visto que no hubo orden escrita, minuta 

firmada que adviniera resolución ni orden surgida del contenido de la 

copia de la minuta que se acompaña, carecemos de determinación 

alguna susceptible de adjudicar, por lo cual corresponde la 

desestimación de la comparecencia por falta de jurisdicción. 

Los tribunales tenemos el deber de examinar prioritariamente si 

poseen jurisdicción para adjudicar un caso ante sí, al margen de que la 

cuestión haya sido planteada. Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 

155 DPR 309 (2001); Sociedad de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 

644 (1979). Ello porque no tenemos discreción para asumir 
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jurisdicción donde no la hay. Ghigliotti v. A.S.A., 149 DPR 902 

(2000). Por tanto, la falta de jurisdicción no es susceptible de ser 

subsanada y una vez se determina su ausencia procede la inmediata 

desestimación del recurso apelativo. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873 (2007).  

Por los fundamentos expresados, desestimamos el recurso por 

falta de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


